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INTRODUCCIÓN 
 

Si se tienen en consideración los avances en la protección del patrimonio en países 
centrales, tendemos a pensar que el progreso y el desarrollo económico son factores que 
potencialmente deberían ser positivos para la conservación del patrimonio. Sin 
embargo, en países como Argentina, el razonamiento anterior suele no siempre ser 
correcto. La falta de políticas adecuadas en la materia hace que muchas veces el 
patrimonio peligre, justamente, aún con el progreso y el crecimiento económico. 

El objetivo de este trabajo es analizar esta particular situación y para ello, 
previamente, resulta necesario repasar algunos conceptos teóricos. Nos detendremos en 
el tema de los vínculos entre el patrimonio y el mercado, en especial el mercado 
inmobiliario. 

El patrimonio cultural inmueble (particularmente el privado) forma parte del 
mercado inmobiliario y está sujeto a sus leyes. Sin embargo, los bienes de la naturaleza 
y de la cultura tienen particulares características que no se encuadran en  el proceso 
anterior: estos bienes tienen atributos intangibles no intercambiables en el mercado. 
Muchos de estos atributos pueden ser gozados o sufridos (provocando lo que los 
economistas llaman externalidades positivas o negativas), sin que medie una transacción 
económica explícita, característica de un sistema de mercado. 

Los desajustes observados en las ciudades suelen ser vinculados exclusivamente con 
la especulación inmobiliaria. Sin negar este fenómeno, este trabajo se propone  analizar 
el problema de manera más global, ya que sus causas constituyen un fenómeno 
complejo. De la correcta detección de esas causas depende la solidez del diagnóstico y 
la probabilidad de éxito de las soluciones que se implementen. 

En primer lugar, analizaremos brevemente las características del mercado 
inmobiliario, comparándolo con la naturaleza económica de los bienes culturales (en 
particular los correspondientes al patrimonio construido), estudiando el papel de los 
derechos de propiedad. A continuación, analizaremos los procesos de deterioro urbano 
en relación al progreso y al desarrollo económico. Finalmente, veremos algunos temas 
vinculados con la valoración económica en áreas urbanas de preservación. 
 
EL MERCADO INMOBILIARIO URBANO 
 

En primer lugar, recordaremos algunas características del mercado inmobiliario tal 
como suelen concebirlo los economistas urbanos, sin entrar en consideraciones 
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patrimoniales. En las ciudades, individuos y grupos pertenecientes a los sectores público 
y privado toman decisiones y emprenden acciones múltiples respecto al uso del suelo y 
de los edificios. Este conjunto no coordinado de decisiones no produce sin embargo en 
la práctica un resultado caótico. Hay un orden y una explicación racional subyacente 
que encuentran su origen en la existencia de un mercado inmobiliario urbano. Se supone 
que el mismo es fruto de un comportamiento racional, ya que opera con bienes 
económicos sujetos a la oferta y la demanda, donde el objetivo de maximizar el 
beneficio o satisfacción guían al comportamiento privado. 

La naturaleza y vida útil de los bienes inmuebles hacen posible la separación entre 
dominio y derecho de uso. Cabe siempre distinguir entre inversión y ocupación, siendo 
posibles, como alternativas, el dominio y posesión, el dominio sin disfrute y la 
ocupación sin propiedad (Goodall, 1977: 91-94). El usuario en potencia debe decidir 
entre alquilar o adquirir, al mismo tiempo que determina las dimensiones y localización 
del inmueble que necesita. Se trata de decisiones simultáneas, determinadas por el deseo 
de elevar al máximo el beneficio o satisfacción. Existirá una función de evaluación por 
la cual se juzgan las ventajas y desventajas del inmueble. El mismo usuario ofrecerá 
diferentes precios por compra o alquiler de diferentes propiedades, debido a su variable 
adecuación a sus necesidades en cuanto a espacio y localización. Así mismo, por una 
misma propiedad se tendrán distintas ofertas, dependiendo del grado de adaptación de la 
misma a los distintos usuarios potenciales. 

El precio de mercado de los inmuebles urbanos refleja decisiones económicas 
adoptadas por compradores y vendedores teniendo en cuenta la productividad futura de 
los bienes. Tomando como referencia un mercado simplificado o modelo, puede decirse 
que para cada unidad existe un precio máximo que un comprador está dispuesto a pagar, 
el que está determinado por distintos factores, que varían según se trate de un caso de 
inversión o de ocupación. Para el inversor, el factor decisivo estará determinado por los 
ingresos futuros que espera recibir, y su comparación con el beneficio que puede 
obtener a partir de inversiones alternativas (Goodall, 1977: 99).  

Sin embargo, el mercado real es más complejo que el analizado para situaciones 
modelo. Las complicaciones que se presentan se relacionan con la naturaleza de los 
bienes, las imperfecciones de conocimiento, la organización del mercado, la frecuencia 
de las transacciones y la lentitud de respuesta a los cambios de demanda. 

Los valores del suelo dependen del uso que de él se haga (y no a la inversa), y dichos 
valores reciben un tratamiento independiente respecto del valor de las mejoras 
existentes, en el sentido que las mejoras representan un capital y suponen costos de 
producción. El valor del suelo puede aumentar con el paso del tiempo, mientras que el 
de las mejoras físicas se deprecia con la edad. Ello implica que lo que se paga por el 
suelo constituye con el tiempo una porción creciente del valor total de mercado del 
inmueble. Para cada terreno habrá teóricamente un aprovechamiento óptimo del mismo 
y una edificación óptima, que conjuntamente representarán el mejor uso del suelo en un 
momento dado. Esta situación atribuirá el valor máximo a la propiedad en cuestión. 
 



NATURALEZA ECONÓMICA DE LOS BIENES CON VALOR PATRIMONIAL 
 

El patrimonio cultural inmueble (especialmente si es de pertenencia privada) también 
forma parte del mercado inmobiliario y está sujeto a sus leyes. Como en el caso 
anterior, sus propietarios u ocupantes toman decisiones acerca de las transacciones que 
se realizan (venta, alquiler), así como de su conservación y, eventualmente, de su ruina 
o demolición (en algunos casos, puede existir alguna particular norma de protección). 
Sin embargo, los bienes materiales “ambientales” (entendiendo por tal a los de la 
naturaleza y a los de la cultura, incluido el patrimonio inmueble) tienen particulares 
características que no se adaptan fácilmente al razonamiento de mercado. 

No entraremos aquí en consideraciones de la teoría económica al respecto, y quien 
así lo desee puede ampliar la información en la bibliografía especializada (ver, por 
ejemplo, Azqueta, 2002). La cuestión, en síntesis, es que los bienes ambientales tienen 
atributos no intercambiables en el mercado (no existe un mercado del aire y de su nivel 
de contaminación, del nivel sonoro del tránsito, del valor histórico de una propiedad en 
la que habitó un prócer, del valor estético de una fachada). Muchos de estos atributos 
pueden ser gozados o sufridos (provocando lo que los economistas llaman 
externalidades positivas o negativas, respectivamente), sin que medie una transacción 
económica explícita, característica de un sistema de mercado. 

Como muchos de los atributos propios del patrimonio pueden ser gozados 
gratuitamente, no se generan fondos para financiar la conservación y ese “precio 0” 
suele incentivar el uso excesivo y la falta de mantenimiento. Aun en los casos en que se 
genera un beneficio económico, a través de derechos de acceso, resulta difícil cobrar a 
los usuarios el precio óptimo, es decir, aquél que maximice el retorno de beneficios 
netos hacia el bien (fenómeno de subprecio). Por esta razón, debe surgir el Estado, otros 
“patrones” u organizaciones filantrópicas que, mediante subsidios u otros incentivos 
económicos, aseguren que el desarrollo de estas actividades se acerque al nivel que 
socialmente es considerado como óptimo. Históricamente siempre ha sucedido así; en el 
pasado, la nobleza,  o más tarde, sectores poderosos invertían parte de sus ingresos en 
productos culturales y su conservación, más como manifestación de poder o nivel 
económico que por razones de beneficio social.  

En los países en desarrollo (para referirnos al contexto que más nos interesa), las 
actividades destinadas a la preservación suelen pasar por tres fases. La primera está 
caracterizada por la presión que ejercen algunas élites culturales para que se establezca 
algún control o  legislación al respecto. Ello trae como consecuencia, en general, 
intervenciones aisladas en monumentos específicos, en general financiadas por 
filántropos privados. Muchos de estos edificios se destinan a usos públicos, lo que suele 
llevar a una conservación no sustentable: se realizan inversiones una y otra vez, debido 
a la falta de un mantenimiento sistemático y al uso inapropiado. 

En América Latina, algunos países han alcanzado, al menos en forma parcial, la 
segunda fase, en la que los gobiernos asumen responsabilidades en la conservación. 
Esta participación del Estado, en principio saludable, trae aparejados otros problemas: la 
falta de continuidad en los esfuerzos de conservación debido a restricciones 
presupuestarias  y la evolución poco predecible de los recursos públicos. El Banco de 
Desarrollo Interamericano, que otorga créditos para conservación, especialmente a 
municipios, ha advertido que el proceso de conservación, como corrientemente se lo 
organiza y financia, no es sustentable a largo plazo y representa una pesada carga en los 



presupuestos del sector público que, además, deben priorizar en estos países, los 
problemas relativos a la pobreza (Rojas, 2001: 392-393). 

La tendencia debería ser el avance hacia una tercera fase, en la que la preservación 
del patrimonio histórico se convierta en responsabilidad de la comunidad como un todo, 
incluyendo al sector privado. La sustentabilidad a largo plazo se logra cuando los 
edificios y espacios públicos se usan adecuadamente, y cuando todos los actores 
sociales involucrados colaboran con este objetivo. 

 
LOS DERECHOS DE PROPIEDAD EN LOS BIENES PATRIMONIALES 
 
Los derechos de propiedad consisten en el derecho de uso, obtención de ingresos y 

posibilidad de venta de un inmueble. Como se ha dicho previamente, en el caso de una 
propiedad residencial estos derechos permiten habitar en ella, alquilarla y realizar 
modificaciones (agregar superficie, rehabilitarla, modificar la fachada) (Benhamou, 
2002). Existen restricciones, expresadas en forma de normativas,  cuando se considera 
que los cambios afectan el derecho de los vecinos (por ejemplo, excesiva ocupación en 
planta de una parcela en determinada zona urbana).  

Cuando un inmueble privado forma parte, por ejemplo, de un listado de protección 
del patrimonio, la situación cambia. De esa nominación surgen una serie de 
obligaciones para el propietario y de restricciones que derivan de la naturaleza misma 
del patrimonio. Se trata de bienes de propiedad privada pero con una dimensión pública, 
resultante de sus valores históricos y culturales. Es un legado a transferir a las 
generaciones futuras. Esta naturaleza binaria (privada y colectiva a la vez) implica una 
definición específica de los derechos de propiedad.  

Algunos autores explican que un bien tiene múltiples atributos (que incluyen a los 
servicios que puede proveer). Desde el punto de vista económico, los derechos de 
propiedad no se relacionan con el bien en forma global, sino con estos variados 
atributos. Algunos de estos atributos pertenecen con claridad al propietario (los espacios 
e instalaciones de una edificio) pero otros son compartibles entre  muchas personas (su 
valor histórico, arquitectónico, estético). Así, algunos atributos pertenecen a la nación y 
el Estado o las autoridades locales tienen el derecho de “capturar” una parte de los 
derechos de propiedad ligados a la dimensión histórica o cultural del bien (Benhamou, 
2002). 

En estos casos, la separación de los derechos de propiedad privados y públicos es 
difícil y a veces imposible de concretar en la práctica. Lo que está claro es que se 
disminuye en principio el bienestar del propietario como consecuencia de las 
restricciones que se le imponen, de donde surge la figura de la “compensación”. Sin 
embargo, en algunos países, como Francia, el permanente crecimiento de propiedades 
listadas no parece corresponder con una disminución sistemática del valor económico 
de esas propiedades. Ello puede deberse a dos cuestiones. En primer lugar, figurar en un 
catálogo  implica una marca de calidad arquitectónica, que determina el valor de 
mercado de los bienes inmuebles. Sin embargo, ello también está sujeto a factores 
ambientales y gustos colectivos. En segundo lugar, a veces el monto de los subsidios 
que el Estado otorga como compensación cubre ampliamente las pérdidas económicas 
debidas a la inclusión en el catálogo. Como se comprenderá, esto no es siempre 
generalizable, y depende de los países bajo análisis. 
 

PROCESOS DE DETERIORO URBANO: DECADENCIA Y RENOVACIÓN  



 

En lo que concierne al patrimonio urbano, una simple observación de los casos que 
nos rodean demuestra que las causas de degradación son múltiples, y que muchas veces 
actúan simultáneamente. Dejando de lado a los fenómenos naturales, podemos 
identificar, entre otras, a  las siguientes causas: las cuestiones de beneficio económico, 
el progreso, la dinámica urbana, los intereses sociales opuestos (y a veces igualmente 
legítimos), es decir, los factores de origen antrópico en todas sus formas. 

El deterioro del patrimonio construido urbano ha sido estudiado generalmente desde 
el punto de vista histórico y artístico, resaltando la pérdida que ese proceso produce para 
la identidad, la calidad del ambiente urbano y para el patrimonio de una comunidad. En 
menos frecuente que se introduzcan los factores económicos en este análisis, y cuando 
se hace, los argumentos suelen referirse a la “especulación”, que representa la acción de 
mezquinos sectores económicos sin sensibilidad estética y cultural, ante los cuales las 
“fuerzas de la cultura” poco pueden hacer (Gago Llorente, 1986: 41). 

Esta concepción un tanto maniquea no parece muy útil para enfrentar o tratar de 
solucionar el problema del deterioro urbano. Es necesario analizar sus causas, que no 
dependen en realidad de una “sensibilidad cultural” sino de una lógica económica, 
regida por las leyes de la economía de mercado, en la que todos estamos inmersos. La 
rehabilitación sólo será viable si incorpora una estrategia económica de intervención 
que invierta la lógica de los procesos de deterioro. 

En términos generales, y en conocimiento que se trata de una simplificación del 
planteo, existen dos grandes tipos de procesos de deterioro urbano: la “decadencia 
generalizada”, ligada a una marginalidad funcional de las áreas involucradas y la 
“renovación predominante”. Las mismas, en algunos casos, suelen mimetizarse, y no es 
posible apreciar la situación en términos tan claros. 

La decadencia generalizada se suele producir en áreas de edificación antigua y en 
avanzado estado de deterioro. En ciudades antiguas europeas, por ejemplo, estas 
circunstancias se han dado en tejidos preindustriales y en suburbios con un estado 
parcelario caracterizado por una gran división y con calles angostas poco aptas para el 
tránsito vehicular, con deterioro físico y marginalidad funcional. Esta marginalidad se 
suele dar independientemente de su ubicación, que muchas veces es muy próxima al 
centro de la ciudad, como sucede en áreas de Constitución o de la Boca en Buenos 
Aires, o en la calle Nueva York de Berisso. Estas zonas justamente se caracterizan 
porque las actividades dominantes, que en algún momento histórico existieron allí,  han 
emigrado, provocando una depresión económica y social. Se dice que esa 
desvalorización se traduce en una “depreciación” en términos económicos y en un 
“desprecio” en términos sociales (Gago Llorente, 1986: 47). 

Esta situación se refleja directamente en la conservación de los edificios. Las 
viviendas son ocupadas por el estrato más desfavorecido del mercado inmobiliario, que 
por definición, no puede destinar dinero a actividades de conservación, por lo que se 
crea un proceso progresivo de deterioro físico y obsolescencia funcional.  

Incluso en zonas comerciales que continúan siendo activas (como es el caso de una 
vía con alto valor patrimonial, la Diagonal 80, en La Plata), se observa una situación 
particular: las plantas bajas se han modificado drásticamente, mostrando a veces 
mejores condiciones de habitabilidad pero, al mismo tiempo, la pérdida irreparable de 
su arquitectura original; mientras que las plantas altas, de las cuales las anteriores 
parecen estar separadas por una especie de “medianera horizontal”, conservan sus 
características primeras pero en un estado de degradación alarmante: se encuentran 



desocupadas, son utilizadas como depósitos o se alquilan a sectores socialmente 
deprimidos (Amarilla, 2009).  

En la renovación predominante, en cambio, y por causas diversas como veremos, se 
observa una presión para el desarrollo de un proceso de sustitución de edificios. El 
abandono, la falta de mantenimiento y la ruina son pasos que conducen a la sustitución 
por construcción nueva. Las condiciones necesarias para que este proceso se vea 
favorecido son: en primer lugar, la existencia de una normativa urbanística que permita 
una importante remodelación física de los inmuebles o, en segundo lugar,  la existencia 
de una fuerte centralidad (actual o potencial) en términos económicos y sociales.  

En el primer caso, la normativa vigente permite incrementar o multiplicar el volumen 
edificado, lo que crea una rentabilidad diferencial entre lo existente y lo que se puede 
construir. La construcción nueva o una remodelación profunda no sólo permiten el 
incremento de la superficie edificada, sino una más cómoda adaptación a las tipologías 
constructivas o usos de mayor demanda en el mercado local.  

En lo referente a centralidad, se entiende por tal cuando el sitio es requerido por 
actividades sociales dominantes, como los usos terciarios especializados y la residencia 
de clases sociales medias y altas. Esas actividades desplazan al resto de funciones 
urbanas mediante la elevación del precio del suelo y de los inmuebles. 

Este proceso se da en viviendas ocupadas por sus propietarios o alquiladas, aunque 
de diferente manera. En el primer caso, las viviendas antiguas suelen ser casas 
familiares que están ocupadas por personas mayores o pertenecen a herederos de los 
propietarios originales; por lo tanto la posibilidad de venta a corto plazo resulta muy 
atractiva. En el segundo caso, suelen ser viviendas alquiladas a bajo costo por su estado 
de deterioro, especialmente en referencia al mal estado de sus servicios. A veces, la 
decisión de los propietarios de no mantenerlas y convertirlas en ruinosas  es una 
estrategia que conduce al desalojo de ocupantes y a la disponibilidad del terreno para 
nuevos emprendimientos económicos. 

Es imposible no relacionar muchos de los factores mencionados con las 
características actuales del mercado inmobiliario en La Plata. Esta ciudad (en la que casi 
no existen terrenos baldíos en el casco fundacional) asiste a un crecimiento sin 
precedentes de edificios en propiedad horizontal, de diversas escalas y alturas, no sólo 
en la zona céntrica sino también en sus barrios. Por lo tanto, es corriente ver carteles de 
venta en propiedades (en pie y a veces en muy buenas condiciones físicas) que sólo son 
consideradas por el valor de su terreno. Aquí se unen una serie de variables que ya han 
sido nombradas: normativas permisivas; el hecho de que con el tiempo, el valor 
porcentual del terreno resulta creciente ante la depreciación de lo construido; la 
conveniencia económica para los propietarios y para los adquirentes; la necesidad de 
asegurar los ahorros, cuando la situación económica presenta alguna amenaza; el 
relativo significado que el patrimonio inmueble todavía tiene para el sector público y 
para los particulares. Sin embargo, comienzan a escucharse algunas inquietudes de 
grupos de vecinos al respecto, especialmente porque sus “derechos de propiedad” se ven 
afectados por la modificación del entorno (peores condiciones de habitabilidad, 
asoleamiento, visuales, potenciales problemas con la infraestructura derivados de una 
excesiva densidad habitacional, dificultad de venta de una propiedad en esas 
condiciones, etc.). 
 
EL PAPEL DEL “PROGRESO” Y EL DESARROLLO ECONÓMICO   

 



 De los ejemplos anteriores surge que, muchas veces, la destrucción del patrimonio 
(especialmente el doméstico) coincide con épocas de prosperidad económica, al menos 
para algunos sectores de la población. Es en estos períodos que hay, como hemos visto,  
una mayor demanda de parcelas urbanas. Otros signos de progreso (entendiendo por tal 
la sostenida mejora en una sociedad en términos de conocimiento y bienestar), también 
pueden impactar en forma negativa sobre la conservación del patrimonio. 

Podemos analizar a algunos de esos factores un poco más en detalle: 
 

a) Situación económica favorable: Cuando se produce un impacto económico 
positivo, ello inmediatamente deriva en consecuencias físicas que, de no existir 
una normativa estricta pero de aplicación factible, redunda en consecuencias 
negativas para el patrimonio. Por ejemplo, en nuestro país, en áreas 
agropecuarias con exitosas cosechas, los productores se vuelcan a invertir parte 
de sus ganancias en el mercado inmobiliario de áreas urbanas cercanas, que al no 
poseer una normativa específica para el patrimonio construido, acaban con los 
edificios de valor patrimonial doméstico para alcanzar la máxima explotación 
permitida del suelo. En las ciudades, la necesidad de invertir para asegurar un 
capital y su renta, activa la demanda de departamentos y la consiguiente 
construcción intensiva de edificios. Las propiedades domésticas con valor 
patrimonial resultan las más frágiles al respecto, ya que el terreno en que se 
asientan resulta una pieza clave para el proceso de renovación en camino. 
También es conocido, en muchas zonas no controladas suficientemente, el caso 
de las demoliciones urbanas que se realizan durante los feriados, de modo de 
arribar al próximo día hábil con una situación de hecho irreversible. 

 
b) Construcción de obras de infraestructura: la construcción de infraestructura de 

transporte, por ejemplo, si no está adecuadamente planificada, resulta muy 
dañina para el patrimonio natural y cultural: se expropian o dividen tierras que 
quitan integridad e identidad a los bienes, se produce contaminación atmosférica 
y sonora, se alteran las condiciones de evacuación de aguas, los ecosistemas 
lindantes se modifican, se originan desperdicios no degradables, etc. Ello es 
evidente tanto en el ámbito rural, afectando a establecimientos con valor 
patrimonial, como en el urbano, especialmente en áreas vecinas al ensanche de 
calles y construcción de autopistas (Amarilla, 2009). Aunque existe cierta 
posibilidad de traslado de bienes inmuebles, esto resulta excepcional (el caso de 
los templos de Abu Simbel en Egipto es paradigmático en ese sentido), ello es 
técnica y económicamente difícil, lo que conduce a elegir entre “infraestructura” 
y “patrimonio”, como cuestión particular de un dilema más amplio (desarrollo 
versus conservación, desarrollo versus ambiente). 

 
c) Contaminación atmosférica: sus componentes ácidos, como los óxidos de azufre, 

deterioran materiales y edificios. Derivan de la producción industrial y de los 
combustibles utilizados en el transporte. En muchos países (como sucedió en la 
Europa del Este), el aumento de la actividad industrial conjuntamente con  
medio siglo de ausencia de mantenimiento sistemático, condujo a un profundo 
estado de degradación a ciudades con alto valor patrimonial, como es el caso de 
Praga. 

 



d) Desarrollo turístico: Es conocido el doble papel del turismo en relación al 
patrimonio, como potencial agente para su conservación si se lo concibe en 
forma sustentable, o como agente destructor, si no se equilibra la capacidad de 
carga con los beneficios económicos deseados. La infraestructura turística no 
planificada, la necesidad de contar con transportes masivos y amplias áreas de 
estacionamiento, la frecuentación excesiva de los sitios, son conocidos factores 
de degradación del patrimonio. 

 
VALORACIÓN ECONÓMICA EN ÁREAS URBANAS DE CONSERVACIÓN 
 

Al hablar de los derechos de propiedad, ya hemos hecho mención del particular caso 
de las propiedades con valor patrimonial catalogadas, y su doble carácter privado – 
público. Aquí haremos mención de las áreas urbanas de protección, designadas con el 
fin de regular las modificaciones a realizar, evitar demoliciones de edificios valiosos, 
controlar su estado de conservación y mantenimiento, limitar las alturas y volúmenes a 
construir, conservar el paisaje urbano en general, etc. Estas áreas pueden ser de 
diferentes escalas: calles, zonas, barrios o cascos históricos completos.   

Existe, a partir de la década de 1980, producción de artículos científicos, trabajos de 
consultoras y algunas tesis dedicadas al tema de la valoración económica de 
propiedades incluidas en áreas urbanas protegidas por su patrimonio. La mayoría de 
ellos se originan en los Estados Unidos y Canadá, existiendo un número importante de 
estudios realizados en Australia y aplicados en sus áreas urbanas (ver Amarilla y 
Sbattella, 2008). 

En términos generales, de estos estudios se desprende que existen  dos herramientas 
que utilizan los investigadores para examinar la relación entre el precio de mercado y el 
hecho de que las propiedades estén catalogadas. Una de ellas es la técnica de precios 
hedónicos. Este modelo expresa el precio de mercado como función de las 
características físicas de las propiedades, las arquitectónicas y el status de “catalogada / 
no catalogada”. Una segunda forma de aproximación al tema es analizar el precio de las 
propiedades desde un punto de vista temporal, antes y después de que hayan sido 
catalogadas o incluidas en zonas especiales, y compararlo con los cambios en los 
precios de las propiedades no catalogadas en el mismo periodo (Amarilla y Sbattella, 
2008). 

Comparando los resultados obtenidos en estos trabajos y publicaciones, se puede 
concluir que no existe evidencia explícita por la que se pueda afirmar que los distritos 
históricos generen precios de propiedades más altos o más bajos.  Algunos estudios 
sugieren que no existen beneficios económicos relacionados con este tipo de 
designaciones; incluso, en muchos casos, la designación parece reducir el precio de los 
inmuebles.  Otras evidencias demuestran que hay efectivamente un “premio” para los 
edificios situados en estas zonas, pero el mismo no parece estar asociado a la necesidad 
social de preservación de edificios; por el contrario, se estima que se relaciona más con 
la externalidad positiva que surge de vivir en un barrio en el que todas las otras 
residencias deben mantener un cierto estándar en el tiempo, según la normativa en 
vigencia, lo que asegura, al menos,  que no habrá un cambio de situación a corto o 
mediano plazo (Romero, 2004).  

 
REFLEXIONES FINALES 
 



Hemos tratado de exponer las diferencias a las que, en el mercado inmobiliario, están 
sujetas las propiedades que podemos considerar estándar y aquéllas que tienen un valor 
patrimonial, e incluso, algún grado de protección por normativa al respecto. La 
experiencia internacional demuestra que algunas de las medidas de protección resultan 
controvertidas, porque significan la limitación de los derechos de propiedad 
individuales y privados, en mérito de beneficios sociales y culturales comunitarios 
(Amarilla y Sbattella, 2008). Lo cierto es que, en nuestro país,  todas estas conclusiones 
se suelen basar en percepciones y conjeturas, ya que no se han difundido estudios 
específicos que hayan medido la variación del valor económico de las propiedades 
sujetas a estas restricciones.  

Respecto de patrimonio, progreso y desarrollo económico, hemos subrayado las 
razones por las que tendencias en principio positivas para un país, pueden ser lesivas 
para la conservación del legado de su pasado, amenazando su transferencia a las 
generaciones futuras. 

Las cuestiones anteriores no implican, obviamente, que la normativa, el progreso y el 
desarrollo sean cuestionables. Por lo contrario, parecen indicar  la necesidad de cambios 
en la gestión del patrimonio. Las políticas de protección del patrimonio no pueden estar 
basadas sólo  en restricciones y limitaciones, sino que necesitan estar sujetas a un 
criterio más comprensivo, con inclusión insoslayable en las políticas de planificación y 
programación de los gobiernos nacionales, provinciales y municipales. Como sostiene 
Cicerchia, las políticas para la valuación y costo de manejo del patrimonio cultural 
requieren básicamente la consideración de una apropiada dimensión territorial. Ello 
implica investigar la relación entre el valor del patrimonio cultural y su entorno 
territorial, desarrollar variables o indicadores para expresar esta relación, estudiar el 
impacto del planeamiento de los usos del suelo sobre la conservación del patrimonio y 
las políticas de valoración y los diferentes impactos de estas políticas en las diversas 
categorías de bienes culturales (Cicerchia, 2002). 

El objetivo a largo plazo debería apuntar, como comentábamos antes a partir de lo 
sostenido por Rojas, a este “tercer nivel” en el que todos los sectores sociales, incluido 
el sector privado y la comunidad toda,  se involucren en el fin común de conservación 
integral del patrimonio construido. 
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